PENSIÓN DE INVALIDEZ POR VÍA DE TUTELA/ Procedencia para evitar un perjuicio irremediable de persona discapacitada sin capacidad económica/ Controversia entre administradoras sobre la competencia del reconocimiento pensional no puede ser obstáculo para el disfrute del derecho de sujeto de especial protección
“(…) no hay duda acerca de que las sub-reglas en cita se cumplen, como quiera que nada se refutó, fundadamente, acerca de la incapacidad económica por la que atraviesa el demandante; también es evidente su situación de invalidez que lo ha dejado en una situación de debilidad manifiesta, todo lo cual hace necesaria la intervención del juez constitucional para evitar que se le cause un perjuicio irremediable.”
“(…) ante la presencia de sujetos de especial protección, como ocurre con la población calificada como inválida (…) no debe sometérseles al conflictos entre entidades del Sistema General de Seguridad Social, porque en casos concretos como el presente, el único deber del afiliado es haber cotizado el tiempo necesario; además, se debe tener en cuenta si después de la fecha de estructuración de la invalidez, hubo cotizaciones al sistema, porque puede tratarse de una enfermedad progresiva, como en este caso (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-480 de 2015 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril catorce de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-10-003-2016-00061-01

Acta N° 168 de abril 14 de 2016
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- contra la sentencia proferida el 16 de febrero último por el Juzgado Tercero de Familia local, en esta acción de tutela propuesta por Luis Arlés Ramírez Vásquez, frente a la impugnante. 
ANTECEDENTES

En su propio nombre, Luis Arlés Ramírez Vásquez, demandó por vía de tutela a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en procura de la protección de los derechos fundamentales a la “SEGURIDAD SOCIAL, A LA IGUALDAD, A LA VIDA DIGNA Y AL MÍNIMO VITAL”,  vulnerados, afirma, por la citada entidad.

Narró, en síntesis, que se vinculó al extinto Instituto de Seguro Social desde el 1 de julio de 1995 donde cotizó de manera continua hasta el 31 de enero de 2015; durante este interregno estuvo vinculado en una oportunidad al Fondo de Pensiones y Cesantías ING y luego, hasta la fecha anunciada, cotizó bajo la modalidad del régimen subsidiado de PROSPERAR; desde el 5 de febrero de 2007 presenta una disminución de su visión que ha alcanzado una pérdida del 93% y fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 70.9% con fecha de estructuración al 30 de marzo de 2011; solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez ante Colpensiones, pero le fue negada, y si bien cuenta con otro mecanismo de defensa judicial, por sus actuales situaciones de salud  y económica, tal medio no resulta ser el apropiado para la protección de sus derechos; agregó que no es cierto que para la época en la que se determinó la estructuración de la invalidez se encontrara afiliado a ING, según se puede constatar de su historia laboral, que fue el argumento para negar lo pedido; y que durante el periodo comprendido entre el 30 de marzo de 2008 y el 30 de marzo de 2011, 3 años anteriores a la fecha de estructuración, cotizó aproximadamente 141.43 semanas, así que, calificado con el porcentaje atrás aludido, cumple a cabalidad con los requisitos exigidos por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993 y por el artículo 1º de la ley 860 de 2003.
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos reclamados y como consecuencia de ello, que se le ordene a la parte accionada iniciar el trámite para el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, que deberá ser otorgada desde el 30 de marzo de 2011, acorde con lo resuelto por la Junta Regional de Calificación de Invalidez; además, de que su inclusión en nómina no podrá exceder de 15 días.
  



El despacho judicial de primer grado admitió la demanda y corrió traslado a la Gerencia Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES, a la vez que vinculó al Fondo de Pensiones y Cesantías ING. 
   



Aquella entidad, por intermedio de la Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones, aludió al carácter subsidiario de la acción de tutela que la torna improcedente ante la existencia de otro mecanismo legal para el reclamo del caso. 
   



Luego se hizo aclaración en el sentido de que como la AFP vinculada se fusionó con el “Fondo de Protecciones S.A.” sería a este al que se le notificaría. Hecho así, el representante legal judicial dio cuenta del término de  afiliación del accionante a ING, hoy Protección, de su traslado a COLPENSIONES y del proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral; citó apartes jurisprudenciales acerca de que la obligación recae en la nueva administradora de pensiones por ser la última empresa afiliadora, al margen de la fecha de la estructuración de la invalidez; y, por último aludió al hecho de que el actor puede acudir a la jurisdicción ordinaria laboral.

Sobrevino el fallo de primera instancia en el que el juzgado amparó los derechos reclamados y ordenó a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Defensa Judicial de COLPENSIONES, reconocer y pagar la pensión de invalidez a que tiene derecho el demandante, dentro de los 15 días siguientes a la notificación del fallo, sin perjuicio de que pudieran acudir a las instancias judiciales del caso para que se definiera a qué entidad, en últimas, le corresponde asumir dicha prestación.
Para así decidir, prevalido de antecedentes jurisprudenciales, dijo que la acción de tutela en eventos similares, frente al perjuicio irremediable, es el  medio apropiado para defender los derechos que se estiman resquebrajados; que no puede tener acogida el hecho de que si la estructuración de invalidez se fijó cuando el interesado se hallaba vinculado a otra entidad, necesariamente sea aquella quien tenga el deber de asumir la carga prestacional y que en el caso concreto estaban dadas todas las exigencias para acceder al reconocimiento.


 

Tal decisión fue impugnada por COLPENSIONES, que insistió en la subsidiariedad de la acción de tutela y por cuanto el accionante, dijo “no cumple con los requisitos de la Ley 1574 de 2012” en cuanto a la “intensidad horaria”.

CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

  



En el caso concreto, Luis Arlés Ramírez Vásquez, quien actúa en su propio nombre, dirigió su reclamo contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES e invocó la vulneración de los derechos fundamentales arriba señalados, con el fin de que se resolviera favorablemente su petición de reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, desechada, porque, según la entidad, tal prestación está a cargo de ING PENSIONES, hoy PROTECCIÓN S.A., como quiera que para la fecha de estructuración de su pérdida de capacidad laboral, que lo fue el 30 de marzo de 2011, cotizaba ante aquella AFP. 
 



El Juzgado de primer grado, se dijo, accedió al amparo deprecado y ordenó a los Gerentes Nacional de Reconocimiento y de Defensa Judicial de COLPENSIONES, reconocer y pagar la pensión de invalidez a que tiene derecho el demandante, dentro de los 15 días siguientes, sin perjuicio de la acción legal que la entidad pudiere iniciar para desprenderse de tal obligación.

  



Y para decirlo de una vez, al margen de que se absolverá a uno de los funcionarios a los que se extendió esa orden, por cuanto no es de su resorte tal función, la Sala comparte la decisión adoptada, sin que haya mucho que agregar a lo dicho en esa sede, pues, tal cual se refirió allí, de vieja data la Corte Constitucional, tiene decantadas situaciones como la presente, en las que ha dejado en claro que ante la presencia de sujetos de especial protección, como ocurre con la población calificada como inválida, no no debe sometérseles al conflictos entre entidades del Sistema General de Seguridad Social, porque en casos concretos como el presente, el único deber del afiliado es haber cotizado el tiempo necesario; además, se debe tener en cuenta si después de la fecha de estructuración de la invalidez, hubo cotizaciones al sistema, porque puede tratarse de una enfermedad progresiva, como en este caso; también, la entidad a la que se halla afiliado el beneficiario para el momento de la calificación. Uno de tales pronunciamientos fue citado en la providencia objeto de impugnación (T-801 de 2011), pero en el mismo sentido, más recientes, pueden leerse las sentencias T-789 de 2014, T-520 de 2015, por ejemplo, a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad. 
  



Así que cualquier divergencia entre quienes tienen a su cargo la responsabilidad de definir situaciones prestacionales como la aquí en juego, no se le puede trasladar al usuario que solo espera una definición concreta y de fondo del asunto, máxime cuando se encuentra en una situación de debilidad manifiesta.
  



Ahora bien, la inconformidad viene centrada de manera directa en la subsidiariedad de la acción de tutela en torno al reclamo elevado. No puede tener acogida esa oposición, porque, si bien la tutela se constituye en un instrumento residual, que solo tiene cabida cuando el afectado carezca de otros mecanismos idóneos de defensa judicial, y ha hecho carrera que para el reclamo de una determinada prestación laboral se debe acudir a las vías ordinarias, esto es, ante los jueces de esa especialidad (ordinarios o contencioso administrativos, según sea el caso), también lo es que frente a sujetos de especial protección, como  es, sin duda, una persona calificada con grado de invalidez, este sendero se torna como el apropiado para la defensa de sus intereses, sin que sea perentorio agotar otra clase de recursos.
  




En efecto, precisó la Corte Constitucional (Sentencia T-480 de 2015)
, de reciente calenda que: 
  


… en cuanto a la procedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de la pensión de invalidez, debe recordarse que esta es una vía judicial al alcance de toda persona, para procurar la protección de sus derechos fundamentales, la cual procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (art. 86 Superior)...
   


 
   


… Esta Corporación ha establecido las siguientes reglas…, a partir de las cuales puede y debe determinarse la excepcional procedencia del amparo constitucional en estos casos:
 
  


(i) Que no exista otro medio idóneo de defensa judicial, al aclarar que “la sola existencia formal de uno de estos mecanismos no implica per se que ella deba ser denegada” …, pues la idoneidad debe ser verificada por el juez en cada caso concreto, preguntándose si las acciones disponibles protegen eficazmente los derechos de quien invoca la tutela, sea como mecanismo transitorio o no.., pues existen casos en que los otros medios de defensa pueden resultar insuficientes, especialmente frente al estado de indefensión de algunas personas (“circunstancia de debilidad manifiesta”), que no poseen otros medios de subsistencia diferentes a la pensión. (ii) Que la acción de tutela resulte necesaria para evitar la consumación de un perjuicio que irremediablemente afecte derechos fundamentales. Tratándose del reconocimiento de una pensión de invalidez, esta Corte ha señalado que el perjuicio irremediable y la afectación al mínimo vital se presumen, en cuanto si quien estaba laborando sufre una pérdida significativa de su capacidad, sea por enfermedad o por accidente, sus ingresos se reducirán consecuencialmente, en la medida en que la actividad dejada de realizar era su medio de subsistencia...(iii) Que exista certeza sobre el cumplimiento de los requisitos para el reconocimiento y pago de la pensión…”
 
 



 
Descendiendo al asunto que se decide, no hay duda acerca de que las sub-reglas en cita se cumplen, como quiera que nada se refutó, fundadamente, acerca de la incapacidad económica por la que atraviesa el demandante; también es evidente su situación de invalidez que lo ha dejado en una situación de debilidad manifiesta, todo lo cual hace necesaria la intervención del juez constitucional para evitar que se le cause un perjuicio irremediable.
No puede ser óbice para ello, que el afectado tenga la opción de acudir a la jurisdicción ordinaria laboral, para que se revise el acto administrativo que le negó la pensión, si se tiene en cuenta, adicionalmente, que tampoco se ha refutado que el actor cumple las exigencias legales para obtener el beneficio solicitado, pues fue calificado con una pérdida de la capacidad laboral del 70.90% es decir, que es inválido; adicionalmente, se demostró que cotizó más de 50 semanas en los tres años anteriores a la fecha de declaración de tal estado, de modo que cumple con las exigencias particulares de la Ley 860 de 2003, modificatoria del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, la cual prevé que a tal prestación podrá acceder quien además de ser declarado en tal condición, demuestre el haber cotizado al sistema 50 semanas en los 3 años anteriores a la fecha de declaratoria de tal estado, y en todo caso, en los tres últimos años de cotización. 
  



De manera que el  Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones vulneró los derechos fundamentales reclamados por el señor Ramírez Vásquez, en cuanto negó el reconocimiento de la pensión de invalidez solicitada y por ello, se prohijará el fallo impugnado, salvo en lo que toca con la orden extendida a la Gerencia Nacional de Defensa Judicial, que se revocará, como quiera que, de conformidad con el Acuerdo 063 de 2013 de la Junta Directiva y demás resoluciones expedidas sobre el particular por el Presidencia de la entidad, entre ellas, esencialmente, la 039 de 2011, modificada por la 034 de 2013, no tiene asignada esa función. 
No está por demás, decir que hay una argumentación final de la impugnante en el sentido de que el interesado no satisface los requisitos de la Ley 1574 de 2012, porque no cumple la intensidad horaria allí fijada; por supuesto, ese argumento resulta totalmente ajeno al caso debatido, lo que descarta cualquier análisis sobre el particular, si bien dicha ley “regula la condición de estudiante para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes”.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 16 de febrero último por el Juzgado Tercero de Familia local, en esta acción de tutela propuesta por Luis Arlés Ramírez Vásquez, frente a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES –Gerencia Nacional de Reconocimiento-, salvo en lo que atañe a la orden que se extendió a la Gerencia Nacional de Defensa Judicial que se revoca. 
Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

   DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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